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Presentación
La idea del “paquete social mínimo” en el debate internacional sobre protección social, no es 
nueva. Existe un consenso mundial y formalizado en el marco de la Agenda 2030, sobre la 
importancia de construir pisos mínimos de protección social y alcanzar una amplia cobertura. 

Si bien, dicho concepto se entiende como parte de un consenso general, siguen existiendo di-
ferentes perspectivas que influyen en la manera de concebir e implementar estos niveles míni-
mos de protección en el ámbito nacional. Por un lado, existen los conceptos universalistas que 
consideran a la protección social como un derecho –tal es el caso de la normativa y doctrina de 
los derechos humanos y de la Iniciativa del Piso de Protección Social de las Naciones Unidas– y 
según los cuales la protección social es un fin último que contribuye a asegurar un nivel adecua-
do de garantías de salud, ingresos y acceso a servicios básicos. Por el otro, existen los conceptos 
de orden funcionalista que conciben a la protección social como un instrumento, cuyo papel es 
actuar como una “inversión social” focalizada y limitada para contener riesgos y satisfacer nece-
sidades, operando mediante supuestos más complejos de acción para promover el desarrollo en 
el largo plazo. 

La mayoría de los sistemas que se vienen definiendo a nivel mundial y en América Latina y 
el Caribe, reúnen elementos tanto de los programas focalizados como de las políticas univer-
sales y de medidas afirmativas, diferenciándose entre sí por la vocación universalista de sus 
políticas transversales, vinculadas a la seguridad social y al mundo laboral, o por la capacidad 
de los programas e iniciativas de ganar escalabilidad y relevancia más acotadas en el ámbito 
no contributivo. 

Sea cual fuere la noción y avance que predominan en el diseño de un “paquete social mínimo” 
en los distintos países de América Latina y el Caribe, la discusión y práctica de políticas de 
protección social de los países de la región en las dos últimas décadas han tendido a trasladar 
este debate a zonas rurales sólo como una mera “desagregación  del antiguo modelo primario 
de protección social urbana. Es decir, un modelo donde el componente no contributivo “reac-
ciona” a las fallas del componente contributivo y el mercado laboral, ubicándose al final de la 
cadena de igualdades/desigualdades, en lugar de desarrollar un modelo específico de protección 
social de acuerdo a las características diferenciadas de las economías rurales, ubicando a los tres 
componentes del sistema de protección social al inicio de la cadena de igualdad/desigualdad de 
forma proactiva.   

En este contexto: ¿Qué modelo de garantías mínimas de protección social deberían  ponerse en 
práctica en los países de América Latina y el Caribe para contribuir al desarrollo sostenible de 
sus economías rurales al 2030? El debate entre “normativistas” y “funcionalistas”, la experiencia 
regional en protección social no contributiva y seguridad social y las características propias de 
los territorios rurales de la región, dejan una serie de lecciones de utilidad. En primer lugar, en 
la realidad de los países, estos modelos no son excluyentes. En segundo lugar, la definición de 
un paquete mínimo depende naturalmente del objetivo de largo plazo. En este caso, el objetivo 
sería contribuir a crear las condiciones sociales y económicas en los territorios rurales para el 
desarrollo de sus habitantes, desde un enfoque de fortalecimiento de sus capacidades. En tercer 
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lugar, es necesario tomar en consideración  que la matriz de desigualdades comienza en las ocu-
paciones y el mundo del trabajo, los mercados laborales rurales de la región tienen una serie de 
características propias que crean desafíos diferenciados para los sistemas de protección social, los 
cualesno pueden resolverse mediante la mera “desagregación del modelo urbano”. 

Un modelo de garantías mínimas de protección social, destinado a las zonas rurales hacia 2030, 
debe considerar tres objetivos fundamentales: Primero, garantizar la seguridad de ingresos para 
toda la población rural, a lo largo de las distintas etapas de su ciclo de vida, para lograr niveles 
de básicos de bienestar. Esto se logra con el objetivo específico de la cobertura efectiva. Segundo, 
adaptar los sistemas actuales de protección social a la realidad rural, tomando en cuenta el ciclo de 
vida y la pobreza como variables claves de su diseño. Esta adaptación debe considerar, sobre todo, 
a los medios de subsistencia rurales y a las variables propias del empleo y la economía rural, como 
eje estructurante. Tercero, impulsar una agenda de “protección social ampliada” para la “doble 
inclusión” (social y económica) promoviendo sinergias entre las políticas de protección social y las 
políticas productivas, dando así, un primer paso fundamental para establecer un marco de estrate-
gias renovadas de desarrollo incluyente y sostenible en los territorios rurales de la región.
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1. Trayectoria reciente y 
	 deudas en materia 
	 de protección social en las zonas  
	 rurales de América Latina y el Caribe

En las últimas décadas, la expansión de la protección social en las zonas rurales de la región 
coincidió con un esfuerzo generalizado que los países de América Latina y el Caribe realizaron 
para fortalecer sus sistemas de protección social. Esta expansión es atribuible tanto a un período 
de mayor crecimiento económico y espacio fiscal como a la consolidación de la institucionalidad 
social, además de la ampliación del empleo asalariado en las ciudades y el consiguiente aumento 
de la capacidad contributiva de la población. Lo anterior se refleja en el hecho que América 
Latina y el Caribe ocupa el segundo lugar a nivel mundial en materia de cobertura de la protec-
ción social. El 61,3% de la población de la región vive en un hogar en donde hay al menos un 
beneficiario de un esquema de asistencia o seguridad social, siendo superado sólo por Europa y 
Asia Central (67,8%).

Gráfico 1. Cobertura de la protección social y políticas de empleo en distintas regiones del mundo, en 
porcentajes de la población.

Fuente: Banco Mundial (en línea).

Este resultado global exitoso, en términos comparativos, y a todas luces positivo en cuanto a sus 
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efectos más inmediatos sobre la capacidad de consumo e inversión de los hogares pobres en el 
área rural, esconde deficiencias estructurales en la conformación de los sistemas de protección 
social de América Latina y el Caribe (Ocampo y Gómez-Arteaga, 2016; CEPAL, 2012), las cua-
les —como se verá más adelante— afectan la cobertura, adaptación y capacidad de contribuir 
de manera sostenible a la inclusión social y económica de la población rural en sus territorios.   

Estas deficiencias estructurales guardan una relación respecto a los altos niveles de pobreza e 
informalidad, así como respecto a una estructura productiva poco diversificada, a la baja calidad 
de los empleos y a las brechas de productividad e inserción económica presentes en los distintos 
estratos productivos que caracterizan a los países de la región, lo cual ha limitado la efectividad 
global de los esfuerzos realizados durante la segunda mitad del siglo XX, a fin de construir siste-
mas basados en la ampliación del empleo formal y el acceso a la seguridad social, como principio 
ordenador de la protección social (Cecchini y Martínez, 2011; CEPAL, 2006). 

En la práctica, a nivel general, se identifican tres estratos productivos claramente diferenciados, 
cuyas características han condicionado la naturaleza y calidad del acceso a la protección social de 
sus miembros. En los dos extremos de esta estructura productiva se encuentran, por un lado, los 
estratos más diferenciados, de alto rendimiento productivo, formalización, que aportan un alto 
valor agregado al producto interno bruto, aunque con bajos niveles de empleo; mientras que por 
el otro, se sitúa el estrato más vulnerable que representa a un amplio sector social y productivo, 
desconectado de las dinámicas de crecimiento, caracterizado por altas brechas de productividad, 
informalidad y precariedad, en el que se emplea a más de la mitad de la población de la región.      

Gráfico 2. Estructura de la población ocupada, por sector de actividad económica, según el nivel de 
productividad y el área geográfica alrededor de 2017. Porcentaje sobre el total de la población ocupada 
en un promedio de 18 países de América Latina y el Caribe*.

* Distribución de la población ocupada de 15 años y más según el nivel de productividad. Los sectores de actividad económica se han 

determinado de acuerdo con la Clasificación Industrial Internacional Uniforme de todas las Actividades Económicas (CIIU), Rev.2. Estos 

sectores se han agrupado considerando su productividad laboral promedio (en USD PPA de 2005).

Fuente: CEPAL (en línea).
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En las zonas rurales la heterogeneidad estructural se materializa, por un lado, en la existencia de 
un sector de empresas intensivas en capital y tecnología que han logrado insertarse exitosamente 
en los mercados agroalimentarios globalizados y, por el otro, en la presencia de un amplio sector 
socioproductivo constituido por agricultura de subsistencia, microempresas rurales no agrícolas 
y población rural sin tierra que no ha podido participar en circuitos económicos más dinámicos 
y que, en muchos casos, forma parte de la población en condición de pobreza y exclusión, que 
se caracteriza por ser altamente vulnerable a los impactos económicos, políticos y a los riesgos 
agroclimáticos (FAO, 2018a). 

Como resultado de lo anterior, y considerando las distintas barreras que impiden el acceso a la 
protección social contributiva de los latinoamericanos en general, y de su población rural en par-
ticular, se comprueba que hasta el día de hoy la protección efectiva de la población a través de la 
seguridad social, presenta deficiencias importantes de cobertura. De acuerdo con el Banco Mun-
dial, para un promedio de 19 países de América Latina y el Caribe, sólo un 19% de la población 
urbana vive en un hogar donde, al menos uno de sus miembros recibe alguna prestación vinculada 
a la seguridad social; mientras que en el caso de las zonas rurales el acceso de los hogares a la segu-
ridad social puede estimarse en apenas un 11% de la población (ver Gráfico 3). En otras palabras, 
mientras que uno de cada cinco hogares urbanos de la región accede a la seguridad social, sólo uno 
de cada diez hogares rurales está cubierto por alguna prestación vinculada a ella.

Gráfico 3. Coberturaa de la seguridad socialb en el total de la población de 19 países de América Latina 
y el Caribe en porcentaje de la población cubierta, según el área geográfica.

a Población que vive en un hogar donde al menos uno de sus miembros recibe una prestación. 
b Incluye pensiones no contributivas de vejez, de supervivencia y discapacidades; junto a otros 
esquemas de seguridad social como seguridad ocupacional, pago de días por enfermedad, seguro de 
salud, maternidad y paternidad.

Fuente: Banco Mundial (en línea).
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A diferencia de lo que sucede con el componente contributivo de la protección social, durante 
las últimas dos décadas los países de la región sí han logrado expandir la cobertura de su base no 
contributiva (conocida como asistencia social) de forma coincidente con el surgimiento y/o for-
talecimiento de ministerios de desarrollo social y un ciclo de expansión económica que permitió 
mayor espacio fiscal durante la década de 2000. Aunque el menú de políticas y programas se 
ha diversificado en los últimos años, la expansión de la asistencia social en la región se dio prin-
cipalmente a través de la implementación de pensiones sociales y programas de transferencias 
monetarias condicionadas (PTC).

Los programas de pensiones sociales (incluyendo los destinados a personas mayores, personas con 
discapacidad y otros) en la región aumentaron desde tan solo 8 programas en 1990 a 26 en 2016; au-
mentando su cobertura durante dicho período de 1 a 26 millones de personas (CEPAL, 2018a: 70). 

Desde una lógica de piso mínimo de protección social, y tomando en cuenta el efecto de la 
complementación entre los regímenes de seguridad social y las pensiones sociales, el porcentaje 
de la población mayor de 65 años que recibe algún tipo de pensión (sea contributiva, no con-
tributiva o mixta) pasó del 53,6% en 2000, al 70,8% en 2015, creciendo alrededor de un 30%, 
tanto en el grupo de menores ingresos como en el de las zonas rurales (CEPAL, 2018a). Pese 
a ello, esto aún significa que en la región existe un 29% de la población mayor de 65 años que 
no recibe ningún tipo de pensión; y aunque la cobertura de estos programas haya aumentado 
entre la población rural, esto no significa que la adecuación del sistema integrado de seguridad 
pensional sea suficiente. Esto obedece a que no se consideraron explícitamente factores como la 
estacionalidad de los ingresos y la intermitencia de las contribuciones de las personas en edad 
productiva en la economía rural, como parte del modelo de operaciones de la seguridad pensio-
nal, especialmente aquellos dedicados a la agricultura por cuenta propia, en explotaciones de la 
agricultura familiar y, en ella, el trabajo familiar no remunerado.

No obstante, los principales motores de la expansión de la asistencia social en la región, durante 
los últimos veinte años, han sido los Programas de Transferencias Condicionadas (PTC)1. Estos 
programas –implementados como pilotos en la década de 1990 y luego aplicados  masivamente 
a escala nacional desde la década de los 2000– combinan objetivos de corto y largo plazo por 
medio de la provisión de una transferencia de ingresos para proteger el consumo a hogares en si-
tuación de pobreza o pobreza extrema con menores de edad; al mismo tiempo que incentivan la 
construcción de capital humano en salud y educación destinada a los niños del hogar, a través de 
las condicionalidades o corresponsabilidades. Dado el desarrollo conexo de sistemas sofisticados 
de registro y focalización, así como la capacidad de los PTC de llegar a los más vulnerables del 
país, estos programas también han servido como plataforma para intervenciones complemen-
tarias, como la facilitación del acceso a distintos servicios sociales básicos (identificación, apoyo 
psicosocial, acceso a subsidios de servicios, entre otros), la transferencia de bonos variables de 
acuerdo a objetivos diferenciados de construcción de capital humano o protección del consumo, 
y la introducción de intervenciones en apoyo a la inclusión productiva (transferencia  en especie 
e insumos, capacitación y asistencia técnica, créditos, entre otros). 

1	 Muchos de ellos comenzaron como pilotos en áreas rurales antes de ser escalados a nivel nacional y hacia 
zonas urbanas, como el extinto programa Progresa (posteriormente Oportunidades y luego Prospera) de 
México y el programa Familias en Acción de Colombia. En la actualidad los programas nacionales de Perú 
(Juntos) y Paraguay (Tekoporâ) operan casi exclusivamente en áreas rurales.
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Entre 1996 y 2015 la inversión pública regional en los PTC aumentó de forma exponencial. La 
cobertura de estos programas pasó de menos de un millón de personas (300 000 hogares) en 
1996, a 132 millones de personas (30 millones de hogares) en  2015, representando al 21% de 
la población de toda la región (Cecchini y Atuesta, 2017: 21). El resultado ha sido que uno de 
cada cinco latinoamericanos y caribeños vive en un hogar destinatario de transferencias condi-
cionadas. Este impresionante logro de la política social regional (y mundial) fue alcanzado con 
un promedio de inversión que, en su pico más alto, sólo ascendió al 0,38% del PIB regional. 

Si bien la evidencia ha demostrado que los programas de transferencia monetaria condicionada repre-
sentan un paso importante en el desarrollo rural en tanto que permiten garantizar un nivel mínimo de 
ingresos económicos, de desarrollo de capacidades y de acumulación de capital (Bastagli  et al., 2016), 
potenciar y mantener sus impactos a largo plazo requiere crear las condiciones que permitan a los 
pobladores de estos territorios insertarse con efectividad en las dinámicas productivas y de mercado2.

Al analizar el alcance que ha tenido la seguridad social en las últimas décadas (Gráfico 3) se observa 
que la expansión de la protección social no contributiva en la región ha empujado a los sistemas 
nacionales de protección social a incluir a los grupos poblacionales históricamente excluidos de las 
políticas públicas estructuradas y de gran escala; entre ellos figuran los hogares pobres rurales, acerca 
de los cuales la información del Banco Mundial sobre la cobertura de la asistencia social (ver Gráficos 
4 y 5) muestra la reversión de la brecha de cobertura de la protección social, favoreciéndolos. 

Gráfico 4. Coberturaa de todos los programas de asistencia socialb en 19 países de América Latina y el 
Caribe, según el área geográfica y porcentaje de la población en cada área.

 
a Población que vive en un hogar donde al menos uno de sus miembros recibe una prestación 
b Incluye transferencias no condicionadas de ingresos, transferencias condicionadas, pensiones sociales, 
transferencias de alimentos y en especie, alimentación escolar, programas de obras públicas y empleo 
temporal y/o directo, exenciones tarifarias y subsidios, entre otros.

2	  Pese a estos buenos resultados en indicadores intermedios de pobreza, los supuestos iniciales de diseño 
de este tipo de programas incluía el quiebre de la transmisión intergeneracional de la pobreza a través de 
la construcción de capital humano en los menores de edad y su posterior inserción en empleos de mayor 
calidad. Dicho supuesto, en los casos en que ha sido posible evaluarlo usando seguimientos de panel, no 
ha podido ser comprobado de forma rotunda (ver por ejemplo Rodríguez-Oreggia y Freije, 2012). Lo que 
obliga a poner la atención en el entorno económico de las familias y en el desarrollo de intervenciones pro-
ductivas complementarias (ver sección II.3). 
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Gráfico 5. Coberturaa de todos los programas de asistencia socialb en 19 países de América Latina y el 
Caribe, en el quintil más pobre según el área geográfica, y el porcentaje de la población del total del quintil

Fuente: Banco Mundial (en línea).

Los avances hasta aquí expuestos presentan una descripción básica del desarrollo que han tenido 
los sistemas de protección social en América Latina y el Caribe durante las últimas décadas, pero 
no necesariamente proveen información de diagnóstico sobre los desafíos en cuanto al diseño, 
implementación y evaluación que estos deben abordar desde una lógica de “garantías mínimas” 
para el desarrollo incluyente de las economías rurales de la región al año 2030. Los desafíos 
específicos –que serán desarrollados a nivel de propuestas en las secciones III y IV– guardan 
relación con la cobertura, la adecuación y la “doble inclusión”. 

Tanto la cobertura como la adecuación pueden ser abordadas en el marco de propuestas ya existentes 
de garantías mínimas de protección social a nivel internacional siguiendo principios de adaptación, 
escalabilidad y flexibilidad. No obstante, de acuerdo con los debates más actualizados a nivel interna-
cional en materia de límites y capacidades de la protección social, existe una tercera área de actuación, 
vinculada al potencial transformador y habilitante de la protección social en los ámbitos productivos 
y económicos, y en particular modo, para los medios de subsistencia rurales. Esta área consiste en el 
potenciamiento de la inclusión productiva de forma simultánea a la inclusión social, mediante me-
canismos de “protección social ampliada”, en el marco de estrategias integradas de “doble inclusión”.   

Sin embargo, pese al aumento de la cobertura del conjunto de prestaciones de los subsistemas 
contributivos y no contributivos en los últimos 20 años; el desafío de la cobertura de la protec-
ción social en América Latina y el Caribe aún no ha sido resuelto. 

En primer lugar, la cobertura no sólo es dispar entre países, si se toma en cuenta que existen dis-
tintos grados de inversión social, magnitudes de pobreza y niveles de crecimiento y desarrollo; 
sino que esta también es heterogénea al interior de cada país y hogar. En este último aspecto, no 
sólo se observan brechas territoriales y entre estratos socioeconómicos, sino también en el grado 
de protección efectiva que alcanzan los distintos individuos de un hogar, tomando en conside-
ración las necesidades propias de cada etapa de su ciclo de vida y las particularidades de grupos 
y colectivos especialmente vulnerables. A modo de ejemplo, las cifras señalan que un 24% de 
los hogares rurales del quintil más pobre en 19 países de la región, permanece sin recibir ningún 
tipo de protección social (Gráfico 6); mientras que un 61% de los grupos más vulnerables de 
la región, de acuerdo al ciclo de vida, aún no son cubiertos por la asistencia social (Gráfico 7).   
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Gráfico 6. América Latina y el Caribe (19 países): Población del quintil más pobre que no recibe ningún 
tipo de protección sociala según el área geográfica, porcentaje de la población del quintil.

 

 

 

a Población que vive en hogares donde ningún miembro recibe prestaciones. 

Fuente: Banco Mundial (en línea).

Gráfico 7. Cobertura efectiva de la asistencia social a grupos vulnerablesa de la población en países 
seleccionados de América Latina y Norteamérica (porcentaje de la población vulnerable que recibe 
transferencias en efectivo de la asistencia social al último año disponible alrededor del año 2015).

a Las personas vulnerables están estimadas considerando: a) todos los niños y niñas; b) todas las personas 
en edad contributiva que no contribuyen ni reciben prestaciones de la seguridad social; y c) todas las 
personas sobre la edad de jubilación que no reciben pensiones contributivas.

Fuente: OIT (2017a).

En segundo lugar, el dilema de la adecuación universal tampoco se ha resuelto. Como se ha 
mencionado en la introducción de este capítulo, el avance de la cobertura en materia de protec-
ción social hacia esquemas más universalistas a menudo trae consigo inercias de diseño e imple-
mentación que, de no mediar factores políticos y económicos más poderosos, pueden reforzar 
una contrapartida (trade off) entre la cobertura y la especificidad de las políticas. Los sistemas de 
protección social del mundo se encuentran  constantemente sometidos a esta presión por mayor 
diferenciación y sofisticación, debido a sus funciones  –proveer o proteger, prevenir, promover 
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y transformar (Devereux y Sabates-Wheeler, 2004; FAO, 2017a) así como debido a sus pilares 
de intervención –seguridad social, asistencia social y políticas de mercado del trabajo– amén de 
los riesgos y necesidades específicos de cada individuo durante su ciclo de vida –primera infan-
cia y edad escolar, adolescencia y juventud, etapa activa y reproductiva; y vejez (Cecchini et al. 
2015)–  y  finalmente, debido al enfoque transversal en cada colectivo y comunidad histórica-
mente discriminado o invisibilizado (Cecchini y Martínez, 2011) es decir, mujeres, pobladores 
rurales, pueblos indígenas u originarios y afrodescendientes. 

En zonas rurales de América Latina y el Caribe, aun cuando en las últimas décadas ha aumentado 
la cobertura de la protección social a través del empuje de los mecanismos no contributivos, esta 
no ha tomado en cuenta las particularidades específicas de los distintos medios de subsistencia 
presentes en cada territorio, ni se han realizado mayores ajustes técnicos y operativos3 para reducir 
las barreras de acceso de índoles económica, social y cultural que impiden a los hogares rurales el 
goce efectivo de los instrumentos de protección social puestos a su disposición. En consecuencia, 
aunque el promedio de cobertura de toda la asistencia social para los hogares del quintil más pobre 
de las zonas rurales de la región ascienda al 74% (Gráfico 5) después de acceder a esa cobertura, la 
brecha de la pobreza de este segmento poblacional sólo logra reducirse en un promedio del 15%, 
lo cual no sólo puede ser indicativo de bajos montos y niveles de transferencia directa, sino de la 
ausencia de mecanismos técnicos y operativos capaces de integrar un enfoque específico, basado en 
medios de subsistencia, así como en el fortalecimiento de componentes específicos y la articulación 
interprogramática para reducir las barreras de acceso y uso efectivo de las prestaciones.   

Gráfico 8. Porcentaje de reducción de la brecha de pobreza del quintil más pobre de las zonas rurales, 
después de haber recibido asistencia sociala en 18 países de América Latina y el Caribe. 

a Incluye transferencias no condicionadas de ingresos, transferencias condicionadas, pensiones sociales, 
transferencias de alimentos y en especies, alimentación escolar, programas de obras públicas y empleo 
temporal y/o directo, exenciones tarifarias y subsidios, entre otros.

Fuente: Banco Mundial (en línea).

3	  Por ejemplo, ajuste de montos, frecuencia, naturaleza de prestaciones, componentes complementarios, 
articulaciones programáticas, entre otros.
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Finalmente, el desafío de la “doble inclusión” requiere de ajustar, mejorar el alcance y comple-
mentar las intervenciones sociales y productivas sobre una misma población objetivo, con el 
fin de proteger, prevenir y promover medios de subsistencia sostenibles e iniciar trayectorias 
complejas de inclusión económica, a través de intervenciones sobre individuos, hogares, comu-
nidades, organizaciones y territorios. Sin embargo, el alcance de las políticas activas del mercado 
de trabajo –capacitaciones y asistencia técnica, incentivos y subsidios al empleo, así como la con-
tratación, apoyo en efectivo y en especie a micro emprendimientos e intermediación laboral– 
respecto a la población rural de la región, es bastante limitado, haciéndose presente de nuevo 
una brecha de cobertura en favor de las poblaciones urbanas: para un promedio de diez países 
de la región, sólo un 1,3% de los hogares rurales accede a este tipo de políticas, lo que equivale 
únicamente a una quinta parte de la cobertura poblacional en comparación con las zonas urba-
nas , cuyos hogares cubiertos constituyen el 6,6% (Gráfico 9). Del mismo modo, al analizar la 
cobertura de este tipo de prestaciones sobre el quintil más pobre, el promedio de 10 países de la 
región también muestra un desequilibrio de la cobertura en favor de las zonas urbanas (5,3%) 
por sobre el quintil más pobre rural (4,3%) (Gráfico 10).  

Gráfico 9. Coberturaa de políticas activas del mercado de trabajob en 10 países de América Latina y el 
Caribe: porcentaje de la población por área geográfica. 
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Gráfico 10. Coberturaa de políticas activas del mercado de trabajob en el quintil más pobre en 10 países 
de América Latina y el Caribe: porcentaje de la población cubierta del quintil.

a Población que vive en un hogar donde al menos uno de sus miembros recibe una prestación.

b Incluye a capacitaciones (vocacional, habilidades y destrezas), incentivos y subsidios al empleo y la contratación, 
apoyo a micro emprendimientos (efectivo y en especie, microcréditos), e intermediación laboral.

Fuente: Banco Mundial (en línea).

Así, pese a que, en promedio, un 63% del total de la población rural y un 74% de la población 
del quintil rural más pobre recibe asistencia social, debido al gran impulso del pilar no contri-
butivo ocurrido en las últimas dos décadas; el acceso de esta población a las políticas activas del 
mercado de trabajo, ni siquiera supera el 2% en el caso del primer grupo, ni el 6% en el caso 
del segundo (Banco Mundial, en línea). Esta situación puede ser un reflejo de: a) reduccionis-
mos a la hora de implementar políticas de protección social para la población rural o población 
en situación de pobreza (“los pobres rurales no son productivos” o “los pobres no son capaces 
de participar de las dinámicas de desarrollo”); b) el bajo grado de conocimiento y capacidad 
de innovación para maximizar los rendimientos productivos de la protección social (Tirivayi, 
Knowles y Davis, 2013; FAO, UNICEF y Oxford University Press, 2016; Bastagli et al., 2016),  
además de las sinergias e impactos combinados cuando se implementan programas de protec-
ción social y programas productivos sobe la misma población (Soares, Knowles, Daidone y 
Tirivayi, 2017; Maldonado et al. , 2016); c) el hecho de que en el ámbito económico rural, los 
gobiernos de la región han favorecido históricamente el apoyo a unidades productivas, más que 
la implementación de políticas activas en el  mercado de trabajo sobre individuos específicos; y 
d) el escaso  desarrollo institucional de los Estados de la región, lo cual dificulta la coordinación 
interinstitucional a nivel político, técnico y operativo tanto a nivel nacional como local.

Una propuesta de garantías mínimas de protección social destinada al desarrollo incluyente de 
las economías rurales de la región, debe articularse en torno a la superación de las brechas de 
cobertura, la adecuación de su oferta a los riesgos y necesidades específicas del medio rural, así 
como en torno al impulso de innovaciones programáticas específicas en el marco de estrategias 
amplias de doble inclusión. 
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2. Una propuesta de  
	 garantías mínimas 
	 de protección social para el desarrollo  
	 rural incluyente y sostenible en  
	 América Latina y el Caribe 

Los marcos estratégicos globales, incluyendo el Piso de Protección Social de la OIT y la Agen-
da 2030 de las Naciones Unidas, se han convertido en los referentes más importantes para la 
definición de agendas nacionales de protección social a nivel nacional. Dichos marcos indican 
que es necesario identificar estrategias diferenciadas a lo largo del ciclo de vida, reconociendo 
que las vulnerabilidades, necesidades y capacidad de los Estados son heterogéneas y cambiantes, 
priorizando, además, el acceso a la salud y a la seguridad de ingresos para asegurar, a su vez, el 
acceso a servicios básicos y el acceso progresivo a distintos niveles de protección, siguiendo los 
estándares internacionales de trabajo decente (OIT, 2011a). 

Asimismo, resaltan la importancia de poder contar con una visión de sistema integral de pro-
tección social, minimizando la proliferación de programas paralelos y estrategias fragmentadas, 
priorizando: (i) el acceso a diferentes modalidades de protección social para responder a la hetero-
geneidad de riesgos y necesidades presentes a lo largo del ciclo de vida y (ii) el balance de objetivos: 
reducción de pobreza y manejo de riesgos. Se resalta también el derecho a tener acceso a dichos 
programas cuando sea necesario, incluyendo a todos los residentes,no sólo a los ciudadanos. 

En el debate recurrente sobre la protección social, durante la 100ª Reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo de la OIT en Ginebra, junio de 2011) se puso de manifiesto la posibi-
lidad de considerar a la protección social como el mecanismo que fortalezca no sólo el acceso a 
los servicios básicos sociales, sino que también permita la promoción de la actividad productiva y 
económica, asegurando su coordinación con programas más amplios de empleo (OIT, 2011b: 78). 

Es sobre esta base sólida, consensuada y aprobada en el contexto de varios ámbitos internaciona-
les y nacionales que se hace importante reflexionar si esta definición de “piso mínimo”, es real-
mente lo “mínimo necesario” para responder a las especificidades de la economía rural. En este 
sentido, esta sección no erige una alternativa diametralmente distinta a la Iniciativa del Piso de 
Protección Social que consiste en asegurar atención esencial en los temas de salud y seguridad de 
ingresos a todas las personas durante todo su ciclo de vida, sino que establece directrices específi-
cas de actualización e implementación de dichos pisos en el ámbito rural para garantizar su rele-
vancia, y de esta manera su impacto sostenible en términos sociales, económicos y ambientales. 

Para ello, se proponen tres enfoques coordinados: (i) la expansión de la cobertura y el acceso a 
los sistemas de protección social, en atención a las brechas específicas presentes en las zonas ru-
rales; (ii) la adecuación del diseño de la protección social a las características heterogéneas de la 
población rural, a lo largo de su ciclo de vida, sus medios de subsistencia y fuentes de ingresos, 
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y a la de los colectivos históricamente discriminados, así como su respectiva implementación; 
y (iii) la implementación de mecanismos de “protección social ampliada” para contribuir a la 
“doble inclusión” de la población rural.

1. Expansión de la cobertura y acceso a los sistemas de protección social en atención a las 
brechas específicas presentes en las zonas rurales

El objetivo 1 de la Agenda 2030, prioriza la expansión de los sistemas de protección social para 
todos (meta 1.3). De igual manera, dentro los objetivos 2, 5, 8 y 10, la expansión y acceso a 
pisos de protección social son considerados como ejes centrales en términos de reducción de la 
pobreza, promoción del empleo decente, equidad de género y reducción de las brechas de in-
equidad. El principio de “no dejar a nadie atrás”, pone atención explícita a las zonas rurales en 
el contexto de las estrategias de desarrollo. 

Como se expuso en la sección I, a pesar de que los países de América Latina y el Caribe incre-
mentaron la cobertura de la protección social en las últimas décadas, su población rural aún 
experimenta rezagos importantes: un 32,6% de la población rural carece de cobertura legal para 
acceder a los servicios de salud, en comparación con el 9,8% de la población urbana afectada por 
la misma situación (OIT, 2015); sólo un 11% de la población rural vive en hogares que reciben 
prestaciones de seguridad social, en comparación con un 19% de la población urbana que goza 
de ellas (Banco Mundial, en línea); en promedio, un 24% de la población del quintil rural más 
pobre de la región sigue sin acceder a ningún esquema de protección social (Banco Mundial, 
en línea); además, para un promedio de 10 países, sólo un 1,3% de la población rural accede a 
políticas activas del mercado de trabajo (Banco Mundial, en línea). A nivel general, tomando en 
cuenta el gran esfuerzo realizado en la región por medio de los programas de transferencias con-
dicionadas; las cifras muestran que, para un promedio de 18 países, dicha cobertura social aún 
no alcanza al 26,4% de la población en situación de pobreza (Cecchini y Atuesta, 2017: 26). 

¿Qué determina la existencia de estas brechas? Por un lado, la limitada priorización de la inver-
sión pública para atender las demandas específicas de los colectivos más pobres y vulnerables de 
las zonas rurales, quienes, a diferencia de las poblaciones urbanas, tienen un menor peso político 
específico, y una menor influencia en dinámicas de economía política que pudieran incidir en 
la distribución del gasto público. 

Por el otro, las brechas tienen que ver con el paradigma que predomina en el modelo de política 
social implementada desde 2000. Una vez comprobados los efectos de la transformación rural 
en la región –crecimiento y modernización del sector rural, acompañados de mayor inequidad 
y exclusión– (FIDA, 2016), se priorizó tanto el aumento de la productividad como la inversión 
en programas de transferencias condicionadas ligadas a la acumulación del capital humano, 
entendiendo a la protección como una “inversión social” (Morel, Palier y Palme, 2012) que 
eventualmente permitiría a la población obtener mejores condiciones para aprovechar las diná-
micas de crecimiento e insertarse en mejores empleos. Sin embargo, este enfoque fracasó a la 
hora de considerar las fallas presentes en los mercados de servicios y activos a nivel territorial, 
así como en lo que respecta a la incorporación de intervenciones más allá de la habilitación en 
salud y educación. 

Un tercer factor que fortalece la persistencia de brechas de cobertura en materia de protección social, 
es la existencia de barreras específicas que impiden el acceso de los pobladores rurales  a dichos siste-
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mas. La naturaleza de estas barreras responde a variables sociales, económicas y culturales, y tiene una 
implicancia directa en el diseño, implementación y evaluación de los programas de protección social. 
Tanto la FAO como la OIT han identificado algunas de estas barreras (ver Cuadro 1).

Cuadro 1. Barreras que impiden el acceso de los pobladores rurales a sistemas de protección social en zonas rurales

Dispersión poblacional: La baja densidad poblacional en muchas zonas rurales de la región puede ser causa 
y consecuencia de territorios económica y socialmente rezagados, y afecta directamente los incentivos para 
la presencia del Estado y la mejora de sus servicios públicos, la presencia de capitales y funcionamiento de 
mercados, y la posibilidad de establecer vínculos comunitarios capaces de articular redes de cooperación. 
Desde una perspectiva de desarrollo territorial, este elemento es central tanto para la producción de em-
pleos potencialmente objetos de seguridad social como para la implementación efectiva de esquemas de 
asistencia social e inclusión productiva.   

Barreras legales: En muchos contextos, las actividades económicas –agrícolas y no agrícolas– de las zo-
nas rurales no se toman en cuenta de manera explícita en el marco normativo laboral. Esto podría cam-
biar mediante provisiones que faciliten el acceso a la seguridad social y garanticen el empleo decente, 
en atención a sus características propias. En América Latina y el Caribe, salvo las excepciones notables 
de Argentina (Ley del Régimen del Trabajo Agrario, actualizada en el año 2011) y la República Oriental 
del Uruguay (Estatuto del Trabajador Rural, creado en 1978 y actualizado en 2012), no existen regímenes 
jurídicos laborales y de seguridad social específicos y de amplio alcance para el mundo rural.  

La capacidad contributiva: La capacidad contributiva de la población rural es la principal barrera eco-
nómica de acceso a esquemas contributivos de protección social. Si se consideran la estacionalidad y 
los bajos niveles que alcanzan los ingresos laborales de los trabajadores rurales, los mecanismos tra-
dicionales de contribución resultan ser un desincentivo para acceder a la seguridad social, pues una 
contribución regular implicaría una merma de ingresos que afectaría la supervivencia inmediata de los 
hogares. A modo de ejemplo, en 2015, el ingreso laboral anual promedio de un trabajador del sector rural 
en América Latina fue de 363 USD, menos de la mitad de los 804 USD que perciben los trabajadores 
urbanos por concepto de ingresos laborales (CEPAL, 2018a).

Las estructuras de los sistemas de protección social no son siempre compatibles con las característi-
cas del empleo agrícola y no agrícola en zonas rurales:

· Estacionalidad: puede incentivar la pluriactividad y las migraciones entre territorios y hacia el 
extranjero, las que, si bien no constituyen por sí mismas estrategias negativas de supervivencia y 
desarrollo, sí pueden ser riesgosas para la cobertura de la seguridad social en ausencia de normas 
e instituciones adecuadas de protección (interrupción contribuciones, informalidad y “lagunas 
previsionales”).

· Informalidad: Donde hay informalidad laboral, los trabajadores no son reconocidos como tales 
y no pueden ser protegidos por la Ley, no se registran ni se visibilizan ante los esquemas de se-
guridad social, aumenta su vulnerabilidad ante las malas condiciones de trabajo, la remuneración 
inadecuada y la falta de representación. Además, los empleos informales se vinculan a trabajos 
improductivos y a la pobreza. De acuerdo con un estudio regional de FAO, CEPAL y OIT (2012a 
y 2012b: 358) basado en 12 casos nacionales, entre el 55% y el 98% de los empleos rurales de las 
personas en situación de pobreza son informales, estableciéndose así, una asociación directa y 
clara entre informalidad y pobreza. Hallazgos similares han sido relevados recientemente por la 
OIT (2016: 45) según los cuales, a diferencia de las zonas urbanas de la región –en donde el 51% 
de los asalariados tiene contrato de trabajo escrito– sólo el 27% de los asalariados rurales cuenta 
con uno.

· Predominio del trabajo por cuenta propia: La mayor presencia relativa de trabajadores por cuen-
ta propia y de microempresarios, suele estar asociada a situaciones de precariedad y por ende, 
suele ser un grupo de difícil cobertura para la seguridad social debido a la irregularidad de los 
ingresos que percibe y a las barreras económicas, la baja formalización y control contributivo, 
sensibilización y capacitación, el menor grado de asociación y organización entre unidades pro-
ductivas y económicas de menor tamaño, y la movilidad entre los distintos empleos en el territo-
rio. De acuerdo a un análisis realizado para 14 países de la región por la OIT (2016: 30) un 42,7% 
de los ocupados rurales declara trabajar en un negocio propio o por cuenta propia, proporción 
mucho mayor respecto a la mostrada en zonas urbanas (25%). De igual manera, de acuerdo con 
el mismo estudio, el 99,7% de quienes declaran tener un negocio propio y generar empleo pro-
vienen de pequeñas y medianas empresas rurales.    
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· Trabajo familiar no remunerado: Dada la alta concentración de la propiedad de la tierra, el ac-
ceso a servicios rurales financieros y no financieros por parte del hombre adulto, y los sistemas 
discriminatorios de género; las mujeres y los jóvenes rurales son quienes más frecuentemente 
encuentran esta forma de inserción laboral (FAO, 2016: 20), estando sujetos a dinámicas de po-
der, dependencia y abuso, y siendo prácticamente invisibles para la seguridad social. Para el caso 
específico del sector agropecuario en América Latina, reportado en Weller (2016) para 15 países, 
el sector concentra a la mitad del total de los trabajadores familiares no remunerados de toda la 
región, siendo altamente preponderante en el caso de las mujeres (36,3% del empleo de las mu-
jeres del sector agropecuario en comparación al 11,6% del empleo agropecuario de los hombres).  

· Acceso a servicios: las zonas rurales presentan retos claros con respecto a la accesibilidad a los 
servicios sociales y económicos. Asimismo, estos retos son aún mayores en territorios remotos, 
frágiles y con alta concentración de población indígena. Las limitantes con respecto al acceso a 
servicios sociales se extienden también al acceso a servicios de información, registro, seguimien-
to y rendición de cuentas en lo que respecta a programas de protección social. 

Desconfianza con respecto al sistema de protección formal y su respuesta limitada, en términos his-
tóricos,  con respecto a vulnerabilidades específicas del medio rural.

Fuente: Allieu y Ocampo (2019), OIT (2017b). 

Como se ha visto, una política que apunte a la expansión de la protección social sobre la pobla-
ción rural con un enfoque especial en las brechas de cobertura existentes no sólo debe conside-
rar el debate sobre el pacto fiscal y los costos de los planes plurianuales de expansión, sino que 
también las consideraciones sobre las dinámicas sociales y políticas que pudieran impulsar y dar 
sostenibilidad a estos esfuerzos, los enfoques de política pública predominantes que pudieran 
limitar la cobertura y el alcance de los instrumentos de la protección social, y las barreras espe-
cíficas de acceso a la protección social experimentadas por la población rural. 

2. Adecuación del diseño y la implementación de programas de  protección social

El piso de protección social pone de relieve que es importante contar con programas y/o abor-
dajes diferenciados a lo largo del ciclo de vida, así como con programas que respondan a distin-
tos niveles de ingreso. Si bien dicha premisa es crítica y necesaria, su implementación hasta el 
momento no ha sido suficiente, ni adecuada para la población que vive en zonas rurales, debido 
a la especificidad de sus necesidades y riesgos. Por ello, es importante adaptar el diseño de los 
programas de protección social contributivos y no contributivos.  

El Cuadro 1 describe diferentes barreras de acceso a la protección social que son específicas para 
la población rural. Para superar estas barreras es necesario adaptar el diseño e implementación 
de los programas. A continuación, se presentan algunas opciones de diseño e implementación 
para programas no contributivos y contributivos:

2.1 Programas no contributivos

a. Expansión de criterios de focalización y caracterización de medios de subsistencia 

Los programas de asistencia social, incluyendo los programas de transferencias de ingresos, defi-
nen sus criterios de elegibilidad sobre la base de indicadores socioeconómicos: niveles de ingre-
sos, disponibilidad de activos y servicios básicos, tamaño del hogar y tasa de dependencia, entre 
otros. Por ejemplo, a nivel mundial algunos programas que priorizan resultados de seguridad 
alimentaria y nutrición, así como los impactos en la reducción de la pobreza, han incluido 
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también dimensiones de seguridad alimentaria y prevalencia de malnutrición (Programa Piloto 
IN-SCT de Etiopía IN-SCT, Programa LEAP 1000 de Ghana). Sobre esta base, se definen los 
parámetros de focalización. 

A fin de fortalecer la pertinencia y posible impacto de los programas de protección social en la 
economía rural, se considera importante tomar en consideración las vulnerabilidades y las condi-
ciones específicas de aquellos que viven en las zonas rurales. Además de los elementos sociales y 
económicos de base, se recomienda identificar elementos adicionales y propios de sus medios de 
vida. Asimismo, es necesario prestar atención sistemática para entender no sólo las vulnerabilida-
des adicionales, sino también las barreras específicas que impiden el acceso de la población rural a 
la protección social, lo cual ayudaría a definir un diseño más adecuado. Esto concierne el diseño 
específico del programa (monto, regularidad, condicionalidades, etc.), así como la introducción 
de posibles medidas complementarias. La FAO ha empezado a fortalecer dicha información, ex-
plorando las vulnerabilidades y barreras específicas que existen en los subsectores agrícolas, por 
ejemplo, a través de un estudio específico sobre la protección social para los pescadores artesanales 
y acuicultores de recursos limitados en América Latina y el Caribe (FAO, 2019). 

b. Monto de las transferencias

Estudios realizados por la FAO, UNICEF y la Universidad de Carolina del Norte (UNC) en el 
marco del “Transfer Project”4 para el contexto de África subsahariana, analizaron cual sería el 
monto mínimo de las transferencias monetarias a fin de generar impactos económicos y produc-
tivos. Este análisis se hizo sobre la base de programas nacionales de transferencias monetarias, 
destinados mayoritariamente a las zonas rurales. La revisión concluyó que, a fin de generar 
impactos productivos, era necesario que el monto de la transferencia fuese igual o mayor al 15-
20 por ciento del consumo del hogar (UNICEF-ESARO/Transfer Project, 2015).  El elemento 
innovador del Transfer Project fue evaluar no sólo los impactos sociales, íntimamente ligados a 
los objetivos del programa, sino también sus impactos económicos y productivos. 

Dado que en América Latina y el Caribe, el objetivo original de las transferencias condiciona-
das abarca la protección del consumo, la construcción de capital humano, mediante el acceso 
a servicios de salud y educación; los montos de las transferencias, en la mayoría de los casos, 
han sido calculados y diseñados para subsidiar el consumo de bienes básicos o cubrir el costo 
de oportunidad para acceder a servicios sociales. De acuerdo con Cecchini y Madariaga (2011: 
81) a finales de la década de 2000, los montos de las transferencias monetarias condicionadas no 
lograban acercar a los hogares indigentes a la línea de indigencia; de forma similar y con datos 
más recientes para un promedio de 18 países de la región, la brecha de pobreza del quintil rural 
más pobre sólo se reduce en un 15% después de haber recibido toda la asistencia social (Banco 
Mundial, en línea).  

Una nueva generación de políticas de protección social en la región debería explorar otras for-
mas para definir los montos de las transferencias, a partir de objetivos desacoplados respecto a las 
condicionalidades de capital humano y ligados al fortalecimiento de los medios de subsistencia, 
de acuerdo a la evidencia relacionada con el potencial productivo de las familias rurales

4	  Para más información, consultar: https://transfer.cpc.unc.edu/

https://transfer.cpc.unc.edu/
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c. Regularidad de los pagos

La amplia gama de evaluaciones acerca del impacto que tienen los programas de asistencia social, 
específicamente aquellas evaluaciones relativas a las transferencias monetarias señalan cuán im-
portantes son los diversos elementos del diseño para asegurar impactos positivos. Un elemento 
clave es la regularidad y predictibilidad de los pagos, lo cual facilita una visión de mediano plazo, 
una mayor planificación, la toma de riesgos para invertir en actividades económicas en antici-
pación a pagos futuros. Si los pagos no son regulares o predecibles el uso de los recursos tiende 
a ser diferente. Esta regularidad y predictibilidad, sumadas a un monto adecuado, permite a los 
participantes de los programas hacer una inversión gradual en actividades económicas, una vez 
se hayan satisfecho las necesidades básicas de alimentación, deudas, enfermedades y otros (FAO, 
2015; Tirivayi, Knowles y Davis, 2013; FAO, UNICEF y Oxford University Press, 2016). 

Algunos estudios han propuesto priorizar pagos cumulativos de mayor escala, en reemplazo a 
los pagos regulares pequeños. En otras palabras, en lugar de recibir una transferencia mensual o 
bimensual, se trata de brindar a los hogares la opción de recibir el monto total de lo que recibi-
rían en un año o en un período más largo de tiempo. Tal es el caso del Componente de Crédito 
de Desarrollo Humano del Programa Bono de Desarrollo Humano de Ecuador, en donde se 
adelanta el equivalente a seis meses de transferencias para incentivar emprendimientos econó-
micos. Otra variante incluye, brindar una opción mixta, es decir, proporcionar montos agrega-
dos, complementando los pagos regulares (FAO, UNICEF y Oxford University Press, 2016).  
En estos casos, se percibe que recibir montos agregados y de mayor valor, en momentos claves 
del año, por ejemplo, durante la siembra o cosecha; puede contribuir a potenciar los impactos 
productivos de los programas de transferencias. La elección del diseño óptimo dependerá del 
contexto, del funcionamiento de los mercados, y de que exista una oferta adecuada de insumos 
productivos. Si bien la evidencia es mixta con respecto a los pagos únicos, sí hay consenso en 
cuanto a ciertos criterios fundamentales (Beazley y Farhat, 2016). Por ejemplo, la importancia 
que tiene mantener y asegurar el objetivo y papel principal de los programas de transferencias 
monetarias para el manejo de riesgos, la mitigación y la estabilización del consumo durante el 
año. La predictibilidad y la regularidad de las transferencias permite un cambio de perspectiva, 
facilitando decisiones más riesgosas, como la posibilidad de hacer inversiones para incrementar 
la productividad. Asimismo, aunque se piense en complementar dichos pagos con pagos agrega-
dos, se debe asegurar que estos también sean regulares y precisos respecto al momento en que se 
entregan, por ejemplo, antes del período de siembra o durante períodos de escasez. 

d. Condicionalidades, oferta y calidad de los servicios en zonas rurales

La mayoría de los programas de transferencias monetarias en la región incluyen algún tipo de 
corresponsabilidad. Estas comprenden actividades para fortalecer el uso de servicios de educa-
ción, salud y nutrición de los niños, niñas y adolescentes. La inclusión de condicionalidades o 
corresponsabilidades responde a varios factores ligados a la economía política, al contrato social, 
al enfoque imperante en la política social, así como a la matriz de los objetivos específicos deri-
vados del mismo5.

5	  Ver Morel, Palier y Palme (2012).
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Estudios iniciales sobre la efectividad e impacto de dichos programas, reconocieron que estos 
contribuyeron a mejorar los indicadores de desarrollo social de corto y mediano plazo, tales 
como años de escolaridad, chequeos de salud, aumento de la seguridad alimentaria, consumo 
de bienes básicos y durables, pequeñas inversiones entre otros (Bastagli et al., 2016; Cecchini y 
Madariaga, 2011). Sin embargo, los estudios también pusieron de relieve que el enfoque, diri-
gido casi exclusivamente a producir impactos en materia de salud y educación, puede limitar la 
contribución de dichos programas a procesos más amplios de desarrollo económico, incluyendo 
el desarrollo rural (Handa y Davis, 2006). 

A diferencia de las zonas urbanas, las barreras de acceso y de pertinencia sociocultural, así como 
la calidad de los servicios, son mucho más evidentes en las zonas rurales. Esto lleva a cuestionar 
la pertinencia del uso de las condicionalidades en contextos donde los servicios son escasos, de 
baja calidad y/o no responden a las características socioculturales de la población meta (Stampi-
ni y Tornarolli, 2012; OIT, 2015). 

La relación que existe entre las transferencias y la calidad de los servicios sociales –específicamen-
te de educación y salud– ha sido discutida a lo largo de los años. Las transferencias condiciona-
das parten del supuesto que es necesario crear incentivos para la demanda de servicios específicos 
y, de esta manera, fomentar la creación de una masa crítica de ciudadanos educados y saludables 
con un mayor potencial de empleabilidad y de generación de ingresos. Si el acceso es limitado 
o si la calidad no es óptima, el monto de la transferencia no siempre es un incentivo suficiente 
para demandar dichos servicios. Más aún, la calidad de los servicios es clave para demostrar que 
existe un impacto real en términos de acumulación del capital humano, y no sólo de acceso a 
los servicios (Villatoro, 2007). 

En contextos indígenas, además del acceso a los servicios y la calidad de los mismos, existe tam-
bién el factor de pertinencia sociocultural. Por ejemplo, a pesar de que muchos programas im-
plementados en Colombia, Panamá, Perú o México, han considerado la necesidad de incluir a la 
población indígena en el diseño, son aún muy pocos los que han logrado un diseño pertinente 
(Robles, 2009). Las limitaciones tienden a estar relacionadas con la poca información y conoci-
miento disponibles sobre la economía, la cultura indígena y sus especificidades, así como debido 
a la limitada pertinencia de los servicios sociales. Si bien, en América Latina y el Caribe, la puesta 
en práctica del enfoque de derechos en los programas de protección social, así como el aumento 
de la demanda de servicios de salud y educación, a través de los PTC, pueden ser considerados 
en términos generales como factores positivos; al momento de abordar los elementos centrales 
de la pobreza y la exclusión en los territorios indígenas, la poca atención a su pertinencia cul-
tural y económica limitan su impacto. La pobreza rural indígena se relaciona fuertemente con 
las escasas oportunidades de desarrollo económico y con un mucho menor acceso a los servicios 
sociales (Angulo, Solano y Tamayo, 2018), pero también tiene su origen en la discriminación y 
exclusión históricas, en la pérdida del control sobre los recursos naturales y en la ausencia de una 
mirada integral a los elementos de autodeterminación y pertinencia cultural. Esas consideracio-
nes aún no han sido integradas de manera sistemática en el diseño de las estrategias nacionales 
de desarrollo en general, ni de los programas de protección social en particular. Más aún, esta 
multiplicidad de privaciones hace aún más necesaria la mirada integral del paquete mínimo, y el 
acceso no sólo a programas de asistencia social, sino que a todo un sistema inclusivo y pertinente 
que priorice y promueva su desarrollo social, económico, cultural y ambiental.
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Cuadro 2. Protección social y el principio de adecuación a las necesidades de los pueblos indígenas

Tanto a nivel mundial como regional, se han elaborado recomendaciones para fortalecer el alcance, 
adecuación y, por lo tanto, el impacto de los programas de transferencias monetarias a las poblaciones 
indígenas. Entre ellas se señala:

· que, en lo referente a la conceptualización de los programas de asistencia social, es necesario 
dar una definición amplia del concepto de privación, yendo más allá de las carencias materiales 
y económicas, para agregar elementos de exclusión social, manejo de recursos naturales e inte-
gración cultural.

· En términos de diseños pertinentes de los programas de asistencia social, incluyendo los PTC, se 
requiere de una particular atención a:

- la participación activa de los líderes y organizaciones indígenas en el diseño de los pro-
gramas, incluyendo los criterios de focalización, corresponsabilidades, mecanismos de 
rendición de cuentas, entre otros;

- la comunicación respecto a los participantes de los programas debe informar de manera 
clara lo que promueve y no promueve el programa, así como priorizar la traducción de 
procesos y documentación claves a las lenguas e idiomas originarios.

El análisis en cuanto a la pertinencia sociocultural del tipo de transferencia tanto a nivel 
individual, de hogar, como de comunidad.

- La naturaleza de la prestación, ya sea monetaria o en especie.

 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de Robles (2009) y Correa Aste y Roopnaraine (2014).

e. Provisiones de diseño para aumentar la resiliencia medioambiental con un 
enfoque proactivo y reactivo

En América Latina y el Caribe, las poblaciones rurales siguen siendo las más afectadas por las 
crisis alimentarias, los impactos en el sector agrícola, el agotamiento de los recursos naturales 
y los desastres naturales, y por lo tanto, constituyen un factor crítico para lograr la reducción 
de la pobreza rural (FAO, 2018b). En los últimos años, los sistemas de protección social de la 
región, en general, han pasado  de ser respuestas inorgánicas sobre la base de transferencias en  
especie operadas por sistemas de defensa civil a respuestas más orgánicas e institucionalizadas en 
los sistemas nacionales de protección social, en donde también se ha comenzado a utilizar a los 
programas de transferencias de ingresos como plataforma preferente de acción. 

No obstante, al igual que el resto de la oferta programática de la protección social, este ámbito 
también tiene desafíos en su adecuación al medio rural. 

El primer desafío consiste en asegurar que la flexibilidad y capacidad de expansión de la protec-
ción social, en tiempos de crisis (capacidad reactiva), se lleve a cabo sobre la base de evidencia y 
análisis específicos para cada territorio rural. Asimismo, la expansión vertical (aumento de mon-
tos) debe considerar el tipo de impacto que enfrentan los hogares rurales, así como la severidad 
de la pobreza y grados de vulnerabilidad que  la población enfrentaba  antes que se manifestara 
el impacto negativo. Además, la expansión horizontal (aumento de cobertura) debe considerar 
catastros y registros previos de la población, incluyendo información sobre sus medios de sub-
sistencia y vocación productiva. Esos mismos principios de diseño deberían operar en los casos 
en que dichas expansiones se realicen por medio de programas e iniciativas preexistentes, ajenas 
a la oferta estatal (cooperación internacional, oenegés y sector privado).

El segundo desafío se refiere al enfoque proactivo, pues es importante promover las sinergias que 
existen entre la protección social y los aspectos productivo y medioambiental, incluyendo mo-
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delos en los que las transferencias de ingresos pueden ir acompañados de paquetes productivos 
y tecnológicos, destinados a incentivar a los hogares rurales pobres a ejercer la gestión sostenible 
de los recursos naturales (por ejemplo, bosques, suelos y recursos pesqueros). A este respecto, la 
región ya ha generado experiencias modelo, como los programas Bolsa Verde y Bolsa Floresta de 
Brasil, Socio Bosque de Ecuador, el antiguo Familias Guardabosques de Colombia, y el proyecto 
PROEZA en Paraguay.   

2.2 Programas contributivos

a. Legislación inclusiva

Asegurar la cobertura y el acceso a la protección social, no sólo requiere de programas exitosos 
y relevantes, sino que también necesita elevar los resultados y los enfoques exitosos de dichos 
programas, al nivel de políticas públicas. Esto permite la institucionalización de los enfoques, 
asegurar su financiamiento, y en consecuencia, su sostenibilidad a largo plazo. 

Un primer paso para asegurar la cobertura de protección social en las zonas rurales es la creación 
de garantías legales básicas –es decir menciones explícitas de la cobertura de trabajadores rurales 
en los sistemas de protección social y en los regímenes nacionales de legislación laboral– así 
como el establecimiento de un sistema consolidado que permita aplicar dichas leyes y consignas. 
A este respecto, los marcos internacionales son claves y proporcionan la guía rectora. Sin em-
bargo, es la implementación nacional la que permitirá el cumplimiento real de estos derechos y 
garantías para la población rural. 

En muchos casos, la mayoría de la población rural carece de garantías de protección social, debido 
a que trabaja en el sector informal o en sectores que aún no han sido reconocidos formal y explíci-
tamente por la legislación laboral. Sin embargo, aunque el reconocimiento sea explícito, la alta in-
formalidad de dichos sectores y la falta de información sobre sus características, los hace invisibles 
a la legislación. Un instrumento a considerar es el fortalecimiento de los registros de agricultores y 
el uso de estos para identificar las condiciones socioeconómicas de los trabajadores del sector rural 
y de esta manera, su posible integración en los sistemas formales de protección social.

b. Esquemas simplificados de formalización y contribución

Como se mencionó anteriormente, la informalidad es una de las preocupaciones principales en 
materia de acceso a la seguridad social. Por lo tanto, se requiere de instrumentos e incentivos para 
simplificar los procesos administrativos y disminuir las barreras económicas que siguen excluyendo 
a la población rural de la seguridad social, sin afectar los criterios mínimos de trabajo decente6. 

En este contexto, distintos países de la región han implementado políticas tendientes a la for-
malización de los sectores más vulnerables, en el marco de estrategias amplias de protección y 
promoción. Dichas estrategias han  establecido esquemas en donde  el acceso a las prestaciones 
de seguridad social se obtiene a través de una sola y única contribución al sistema público, de 
menor tamaño que el resto de la población. Brasil ha implementado un mecanismo de in-
centivos para la formalización de pequeños productores que fue establecido a través de la Ley 
128 de 2008. Este mecanismo tiene como objetivo facilitar la formalización de empleados por 

6	  Sobre la base de la Recomendación 102 de la OIT, sobre garantías minimas de la seguridad social. 
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cuenta propia que cuenten con al menos un empleado, brindándoles acceso a la seguridad social 
(incluyendo salud y pensiones) mediante una contribución reducida del 11%. De forma simi-
lar, Argentina y Uruguay también tienen esquemas  de contribución que establecen esquemas 
simplificados y mínimos de aportación para microempresarios agrícolas y del sector rural. En 
Argentina, este esquema se conoce como Monotributo Social Agropecuario. En la República 
Oriental del Uruguay el esquema de Monotributo cuenta con dos modalidades: Monotributo 
para emprendimientos asociativos (Monotributo Sociedad de Hecho) y Monotributo Social del 
Ministerio de Desarrollo Social (para personas de hogares en situación de pobreza).

c. Regímenes subsidiados y/o mixtos de seguridad social para los trabajadores rurales

A diferencia de los trabajadores en el sector formal, la capacidad contributiva de los trabajadores ru-
rales en la mayoría de los casos es menor y/o irregular. Esto representa una barrera importante para el 
acceso de estos trabajadores a los programas contributivos. Para revertir esta situación se pueden con-
siderar varias opciones incluyendo pilares subsidiados para trabajadores de bajos ingresos, o esquemas 
más flexibles que respondan, por ejemplo, a patrones contributivos que siguen el ciclo de generación 
de ingresos en el sector agrícola, pesca o bosques. A nivel global se han discutido propuestas diversas 
(Durán-Valverde et al., 2013), incluyendo la definición de categorías diferenciadas de contribución 
sobre la base de la capacidad contributiva propia de cada individuo, sector productivo y subramo de 
actividad. Este enfoque ha permitido considerables aumentos en la participación de los trabajadores 
rurales en esquemas de seguridad social, de salud, seguros agrícolas y otros. 

En América Latina y el Caribe, el caso más emblemático corresponde al sistema de pensiones  semi-
contributivo para los trabajadores rurales informales de Brasil, conocido como Previdência Rural, el 
cual en su calidad de componente especial del Régimen General de Previsión Social (RGPS), asegura 
una pensión básica equivalente al salario mínimo para aquellos trabajadores que no están inscritos en 
los sistemas de pensión y jubilación, y que hayan tenido un desempeño económico, comprobado, en 
el área rural o la pesca artesanal, y hayan aportado un nivel mínimo de contribución.

d. El papel de las organizaciones rurales en la extensión de la protección social

Las organizaciones rurales, incluyendo las cooperativas y organizaciones de productores son 
agentes claves para la inclusión social y económica en las zonas rurales (FAO, 2017b). Desde 
una perspectiva amplia, dichas organizaciones apoyan la distribución de ingresos y el acceso a los 
servicios tanto productivos como sociales. Asimismo, en muchos contextos donde las opciones 
formales de protección social no están disponibles, han proliferado alternativas innovadoras 
para la extensión de la cobertura de protección social. En algunos casos son las mismas organiza-
ciones rurales, incluyendo cooperativas y organizaciones de productores, quienes proporcionan 
servicios básicos, entre ellos el acceso a crédito, liquidez y acompañamiento técnico. 

Si bien, se debe seguir insistiendo en el principio fundamental que el Estado es el garante último 
del acceso a la protección social para todos los ciudadanos y residentes; es importante reconocer 
el papel que las organizaciones rurales juegan y deben seguir jugando para fortalecer el acceso 
de la población rural a mecanismos formales e informales de protección. Un primer tipo de 
función que estas han desempeñado, y que ha sido primordial para dar mayor efectividad a los 
programas de protección social a nivel mundial y regional, es su función en la implementación 
misma de los programas, canalizando la participación activa de los participantes potenciales, 
fortaleciendo sus capacidades de negociación e injerencia,  garantizando así la adecuación de 
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dichos programas, incluyendo los criterios de selección y validación de la lista de participantes 
a nivel comunitario (mecanismos de focalización comunitaria)7 y esquemas de rendición de 
cuentas y contraloría social. 

 En este contexto se incluye también el papel desempeñado por las organizaciones rurales, tales 
como las cooperativas y organizaciones productivas, en cuanto al acceso a programas contribu-
tivos. Numerosos países del mundo y de la región han definido que pertenecer a una organiza-
ción rural puede contribuir a completar los requisitos de afiliación a programas específicos de 
seguridad social, incluyendo mecanismos de contribución colectiva, en lugar de la contribución 
individual, aumentando así la cobertura y los niveles de protección. A este respecto ya se cuenta 
con experiencias exitosas en Colombia, Uruguay y Costa Rica, entre otros (Durán-Valverde y 
otros). Otro ejemplo positivo acerca del papel que las organizaciones rurales desempeñan, es 
la facilitación del acceso a mecanismos de finanzas rurales, cuya función es importante para la 
contención de riesgos ante contingencias y la promoción de emprendimientos. Un caso insigne 
de la región es el modelo de las Cajas Rurales de Honduras.  

Cuadro 3. ¿Son la cobertura y la adecuación suficientes para que la protección social juegue un rol es-
tratégico en el desarrollo incluyente y sostenible de las economías rurales de América Latina y el Caribe? 

El piso de protección social propone garantías mínimas durante el ciclo de vida (OIT, en línea): 

1. acceso a la atención de salud esencial, incluida la atención de la maternidad;

2. seguridad básica del ingreso para los niños, que asegure el acceso a la alimentación, la educa-
ción, los cuidados y cualesquiera otros bienes y servicios necesarios;

3. seguridad básica del ingreso para las personas en edad activa que no puedan obtener ingresos 
suficientes, en particular en caso de enfermedad, desempleo, maternidad e invalidez y

4. seguridad básica del ingreso para los adultos mayores.

En otras palabras, lo “mínimo” se define como la seguridad básica del ingreso que permita el acceso a 
servicios de salud y educación. Las propuestas de aumento de la cobertura y adecuación del diseño de 
los programas, específicamente aquellas relacionadas con el monto, temporalidad y regularidad de las 
prestaciones tiene la posibilidad de ampliar la definición de lo mínimo para poder tener acceso también a 
oportunidades económicas, específicamente en el contexto de medios de vida rurales ¿Es esto suficiente? 

Se considera que esta es una condición necesaria, pero no suficiente. La cobertura y la adecuación son 
condiciones mínimas para comenzar a desarrollar estrategias de reducción de la pobreza e inclusión 
económica. La protección social es el elemento central de cualquier política que apunte a la reducción 
de la pobreza, aunque paradójicamente y a diferencia de los sistemas de protección social de los países 
desarrollados, su evolución en las últimas décadas en los países con mayores carencias socioeconómicas 
ha estado estrictamente separada del mundo productivo y económico. El tercer objetivo específico de 
esta propuesta para zonas rurales, vinculado a la búsqueda de la “doble inclusión” de las poblaciones en 
situación de pobreza mediante esquemas de “protección social ampliada” busca comenzar a revertir esta 
brecha en términos instrumentales e institucionales.

7	  Por ejemplo, el programa de transferencias condicionadas de Perú -Juntos-, realiza una etapa de focal-
ización comunitaria de los participantes luego de las focalizaciones geográfica, de comprobación de medi-
os indirecta y categórica. En la etapa de focalización comunitaria, la Asamblea comunal de validación (ACV) 
se encarga de validar en consulta pública, los criterios categóricos de los hogares censados y no censados 
de su comunidad.
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3. La promoción de la “doble inclusión” a través de la “protección social ampliada”

El tercer objetivo de esta propuesta de garantías mínimas es la búsqueda simultánea de la inclu-
sión social y económica a través de la protección social. 

El debate y la práctica internacionales, en torno al papel que desempeña la protección social para 
el fortalecimiento de los medios de subsistencia y de las posibilidades de inclusión económica, han 
venido desarrollándose durante la última década para responder a dos necesidades. Por un lado, a la 
falta de cobertura de protección social y la consiguiente proliferación de intervenciones integradas en 
proyectos de asistencia y desarrollo para la “graduación de la pobreza” de pobres extremos, en con-
textos de alta privación8.  Por el otro, para dar respuesta, a través del debate sobre la temporalidad, 
sostenibilidad y “graduación” de programas de protección social consolidados, según argumentos 
ligados tanto a derechas como a izquierdas, con el fin de generar propuestas vinculadas a la inclusión 
económica de los participantes de dichos programas de protección social, especialmente de los Pro-
gramas de transferencias monetarias condicionadas (PTC) en América Latina y el Caribe. 

Antes de desarrollar las especificidades de este tercer pilar de la propuesta de garantías de pro-
tección social para la población rural, se adelantarán dos precauciones; la primera, sobre el uso 
generalizado del concepto de “graduación” al aproximarse al análisis de la inclusión productiva 
y económica, desde el punto de vista de la protección social; y la segunda, a nivel instrumental, 
sobre el uso de paquetes de servicios productivos prediseñados. 

El término “graduación” ha sido utilizado libremente por políticos, directivos, técnicos y aca-
démicos, durante largos años, dando lugar a un consenso en la comunidad de expertos de 
protección social sobre los riesgos e implicancias que este concepto entraña a nivel conceptual 
y práctico. En efecto, el uso libre del concepto ha derivado en el mal uso práctico y conceptual 
del mismo (Kidd, 2013), llevando a decisores a buscar erróneamente esquemas que persiguen la 
“graduación” de los participantes de la protección social hacia “la nada”. No obstante, incluso 
entre quienes sí reconocen un potencial uso del concepto de la graduación, se advierte que su 
diseño no debe basarse en hitos administrativos (como la simple pérdida de las condiciones de 
elegibilidad de los programas), umbrales socioeconómicos intermedios (como la mayor capaci-
dad de producción o adquisición de habilidades), sino en objetivos de “desarrollo” evaluables en 
el largo plazo (Devereux y Sabates-Wheeler, 2015; Roelen, Devereux y Sabates-Wheeler, 2017). 

Desde una perspectiva de garantías explícitas y dentro de un marco de sistemas integrales de 
protección social, podría ser eventualmente posible egresar de un programa determinado, pero 
no del sistema de protección social, en virtud  de las necesidades recurrentes a lo largo de todo 
el ciclo de vida, los riesgos diferenciados de cada colectivo, el enfoque de derechos humanos, los 
grandes costos sociales y económicos que implicaría la desprotección de la población ( que muy 
probablemente caería de vuelta en la pobreza o en niveles más profundos de ella) (Behrendt, 
2017; Cecchini y Martínez, 2011), amén de la ineficacia de promover iniciativas de inclusión 
económica sin pisos de protección social que contengan riesgos básicos para desacoplar los fac-
tores que afectan las decisiones de consumo e inversión de los hogares (FAO, 2015). 

Es por ello  que esta propuesta utiliza el concepto de “doble inclusión”, aduciendo a un esfuerzo 
continuo e iterativo por proveer, desde la protección social, tanto las condiciones para la inclu-

8	 Ver por ejemplo el modelo de intervención de la oenegé BRAC (http://www.brac.net/program/ul-
tra-poor-graduation/) y sus impactos (Banerjee y otros, 2015). 

http://www.brac.net/program/ultra-poor-graduation/
http://www.brac.net/program/ultra-poor-graduation/


20
30

  /
  A

lim
en

ta
ci

ón
, a

gr
ic

ul
tu

ra
 y 

de
sa

rro
llo

 ru
ra

l e
n 

Am
ér

ic
a 

La
tin

a 
y 

el
 C

ar
ib

e

28

sión social –acceso a servicios sociales sectoriales, construcción de capital humano, protección 
del consumo y niveles adecuados de bienestar, entre otros– como las condiciones para  la in-
clusión productiva mediante políticas activas de trabajo, como parte del sistema de protección 
social (Banco Mundial, en línea)9. Estas políticas comprenden acciones como la contención de 
riesgos para realizar inversiones productivas, la creación de capacidades, la transferencia de insu-
mos, el acceso a servicios financieros, la asistencia técnica, entre otros. Estas políticas permiten 
dar inicio a rutas más complejas de doble inclusión, las que involucrarían gradualmente a otros 
sectores de políticas, en el marco de estrategias amplias de reducción de la pobreza rural. Se 
trata de una estrategia que permita la inclusión sistemática, pero progresiva, de los hogares que 
participan en los programas de protección social, en procesos más amplios de desarrollo social y 
económico; con una mirada de sostenibilidad económica a largo plazo. 

La segunda precaución guarda relación con el lado instrumental. Ante el debilitamiento –en 
décadas pasadas–de los servicios de extensión y transferencia tecnológica (SETTA), de los cuales 
ciertamente los pobres del área rural están generalmente excluidos, así como debido a  la con-
siguiente uniformidad, estandarización y centralización en la provisión de estos servicios  en la 
región (FAO, 2014) existe  el riesgo que con tal de ganar escala y cobertura para las políticas de 
apoyo productivo y económico, se recurra a grandes esquemas uniformes que omiten las especi-
ficidades ambientales, económicas y sociales de cada territorio, disminuyendo así la efectividad 
total de las sinergias socioproductivas y económicas. 

Del mismo modo, se pueden correr riesgos en los casos en que las instituciones de desarrollo so-
cial tengan a su cargo la implementación de los componentes productivos, por ejemplo,   la lenta 
adaptación institucional a prestaciones que no son parte de la expertise institucional tradicional; 
el encapsulamiento político y técnico de la reducción de la pobreza en los Ministerios de Desa-
rrollo Social –incentivando indirectamente el desentendimiento de otros sectores en cuanto a  
mediar respecto a directrices superiores–, y vinculado a lo anterior, las dificultades de  encadenar 
intervenciones para establecer rutas más completas de inclusión económica. 

Lo cierto es que, a diferencia de los planes piloto de graduación, las políticas nacionales de gran 
escala y con capacidad de afectar los indicadores de desarrollo de forma acelerada, no pueden 
ser diseñadas e implementadas como “paquetes” estandarizados de intervenciones, sino como 
modelos y directrices, fundados en una teoría de cambio adaptable a cada contexto territorial y 
poblacional, en donde la “protección social ampliada” inicia el camino de rutas más complejas 
de promoción en las cuales luego deberán intervenir otros sectores  como los mercados y los 
vínculos urbanorurales. 

En concreto, la “protección social ampliada”, como elemento adicional a la cobertura y adecua-
ción de la protección social en zonas rurales, puede ponerse en práctica a través de: 

· La maximización del potencial productivo y económico de la protección social por 
sí misma basándose en: 

- la regulación y estabilidad de las transferencias;

- el monto de las transferencias;

9	  Ver Gráficos 9 y 10.
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- los pagos únicos o “bonos productivos” adicionales;

- el análisis de reglas de recertificación y egreso (establecimiento de “hitos de desa-
rrollo” en lugar de hitos “administrativos”);

- el acompañamiento social y comunitario, así como de redes de coordinación pro-
gramática, dotando a las actuales políticas de intervención sobre la extrema pobreza 
existentes en América Latina y el Caribe (tales como, UNIDOS de Colombia, Puente 
al Desarrollo de Costa Rica, subsistema Chile Solidario, esquema de acompañamien-
to de Progresando con Solidaridad de la Republica Dominicana) de capacidad real de 
trabajo en zonas rurales y de la posibilidad de ampliar su capacidad de vinculación 
programática –predominantemente social– hacia servicios productivos acordes. 

· Mecanismos sobre la oferta y demanda de trabajo de individuos participanets de los 
programas de protección social (CEPAL, 2017: 112) tales como:

- mecanismos sobre la oferta de trabajo: acceso a capacitación, asistencia técnica y 
nivelación de estudios;

- intermediación laboral; 

- mecanismos sobre la demanda de trabajo: acceso a herramientas de apoyo al traba-
jo independiente (agricultura familiar, microemprendimientos no agrícolas, entre 
otros), generación directa de empleo (programas de obras públicas), generación 
indirecta de empleo (subsidios a la contratación).

· Combinación de programas de protección social con programas de inclusión pro-
ductiva para obtener sinergias (Soares, Knowles, Daidone y Tirivayi, 2017) e In-
tegración progresiva de los hogares participantes  de los programas de protección 
social en procesos más amplios de desarrollo social y económico, tales como: 

- estrategias de inclusión económica integradas en programas nacionales de reduc-
ción de pobreza, desarrollo rural o económico enfocados en  participantes de pro-
gramas de protección social;

- integración de elementos de protección social en los planes de inversión agrícola 
y de desarrollo territorial;

- programas integrales de protección social con  enfoque en los  medios de vida, que 
combinen prestaciones sociales (usualmente transferencia de ingresos) y produc-
tivas (transferencias de insumos, asistencia técnica, crédito, entre otros). Algunos 
ejemplos de estos programas son: Prospera en México, Productive Safety Net Pro-
gram de Etiopía entre otros.

- programas o intervenciones complementarias que comprenden la coordinación 
de dos sectores de política o unidades de forma secuencial, operando una teoría 
de cambio amplia. Por ejemplo: los programas Tekoporâ y Tenonderâ en Paraguay, 
PNAE y PAA en Brasil.  
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- programas de protección social e inclusión productiva traslapados o que com-
parten la misma población objetivo (individuos/hogares/comunidades/territorios) 
de forma no intencionada. Por ejemplo los programas: PRONAF y Bolsa Família 
en Brasil, Juntos y Haku Wiñay en Perú, Más Familias en Acción y Familias en Su 
Tierra en Colombia. 

Finalmente, es necesario  reiterar que siguiendo una perspectiva de largo plazo, los mecanis-
mos de “protección social ampliada” instauran estrategias nacionales más complejas, de doble 
inclusión, a través de la intervención en individuos, hogares, organizaciones, comunidades, y 
territorios; las cuales deben ser diferenciadas, considerando no sólo los medios de subsistencia 
que dependen de la agricultura familiar, sino  también los empleos asalariados, y los microem-
prendimientos rurales, la pluriactividad de los miembros de los hogares rurales y la creciente 
diversificación de las actividades económicas del campo en la región (ver Figura 1).

Figura 1. Niveles de intervención y componentes de acción para estrategias integrales de doble inclusión

Fuente: Elaboración propia.

Pequeños
negocios 
rurales

Agricultura 
familiar

Asalariados

Protección social y su rendimiento productivo: 
regularización y estabilidad transferencias, 
bonos productivos, acompañamiento y exten-
sión, egreso y certificación, cálculo de montos.

Hogares e individuos: Mecanismos de oferta 
y demanda de trabajo + Sinergias y efectos 
combinados entre protección social e inter-
venciones agrícolas.

Grupos y organizaciones: Cooperativas, 
Comités locales, Asociaciones. Servicios y 
activos rurales.

Territorio: Producción y comercio en el 
territorio (creación social de mercados, 
mercados de proximidad, ferias,  territorios 
especializados, gestión territorial)
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3. Precauciones y  
	 consideraciones para  
	 la sostenibilidad de 
	 la propuesta

La propuesta que se desarrolla en esta publicación se enmarca en tres ideas claves: cobertura, 
adecuación y doble inclusión. En la sección anterior se definieron pautas para fortalecer la con-
ceptualización, el diseño y la implementación de los programas de protección social, poniendo un 
énfasis especial en los programas de transferencias monetarias, debido a su escala e importancia 
en la región y en la economía rural. La implementación efectiva de un modelo ajustado al piso de 
protección social y su contribución al desarrollo económico y social de la población rural, depende 
fuertemente de dos elementos del entorno:  la voluntad política para llevarlo a cabo y el contrato 
social junto a los elementos del marco económico más amplio. En otras palabras, las decisiones de 
inversión pública tienen un elemento de economía política muy fuerte; por lo tanto, promover 
una agenda de protección social rural requiere de una discusión técnica, a la cual este documento 
pretende contribuir, pero también requiere de una estrategia política sistémica. 

Asimismo, el impacto de un programa de protección social en el marco de la estrategia de doble 
inclusión, depende en gran parte de las inversiones económicas y sociales que se prioricen en 
los territorios rurales, y del logro de entornos económicos habilitantes. Por ejemplo, estudios 
recientes de los impactos de largo plazo del Programa Prospera de México fueron claros en 
demostrar los impactos intergeneracionales, demostrando, por ejemplo, el aumento de la parti-
cipación económica de las mujeres rurales y por ende de sus ingresos (Parker y Vogl, 2018). Sin 
embargo, estos impactos están fuertemente condicionados  por el desarrollo de políticas públi-
cas más amplias y por los patrones de crecimiento de la economía. La teoría de cambio de un 
proceso exitoso de reducción de la pobreza rural es multisectorial, en la cual la protección social 
constituye  un componente central. 

Esta sección presenta tres elementos adicionales para la implementación de la propuesta: (1) 
costo, capacidad y financiamiento; (2) agenda de evaluación; y (3) disponibilidad y calidad de 
los datos e información.

1. Costo, capacidad y financiamiento 

Tomando en consideración las metas de la agenda internacional de desarrollo al 2030 y los 
actuales niveles de inversión y cobertura de la protección social en la región, resulta altamente 
desafiante promover aumentos sostenibles del gasto público para cumplir con los estándares de 
los pisos mínimos universales de protección social. Asimismo, es un reto cumplir con las metas 
específicas de los Objetivos de Desarrollo Sostenible –vinculadas al acceso de la población a 
medidas de protección y promoción– especialmente en el actual momento de desaceleración 
económica y menor holgura fiscal, experimentadas por los países de la región, sobre todo si se 
les compara con el boom de la exportación de materias primas de la década de 2000. 
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Para ello, se deben considerar cuatro elementos a favor de la expansión sostenible de estos esfuerzos: 

1. En primer lugar, aunque el “efecto crecimiento”10 fue el factor que predominó en la 
reducción de la pobreza en la región durante el período 2002-2016, el “efecto distribu-
ción”11 sobre la pobreza ha cobrado una relevancia fundamental sobre la reducción de 
la pobreza en períodos de menor crecimiento económico (CEPAL, 2018a), motivo por 
el cual, si lo que se busca es impulsar ciclos sostenibles de crecimiento,  reducción de la 
pobreza y de la desigualdad para cumplir las metas de los ODS; como mínimo, se deben 
evitar recortes en la inversión en protección social.

2. En segundo lugar, aun en países de ingresos bajos y medios, los componentes especí-
ficos de los pisos de protección social tienen costos relativamente bajos. Estos aún están 
al alcance  en este tipo de países si  se implementan reformas y decisiones en materia de 
política fiscal en ámbitos en los que aún no se ha realizado una discusión avanzada  (Ortiz, 
Durán-Valverde, Pal, Behrendt, & Acuña-Ulate, 2017). 

Tabla 1. Estimación de los costos totales del pilar de beneficios en materia de transferencias en efectivo, 
según los pisos universales de protección social en 8 países de ingresos medios y bajos de América Latina 
y el Caribe, porcentajes del Producto Interno Bruto.

País

Costo del 
beneficio 

de la niñez, 
equivalente 

a una 
transferencia 
del valor del 

25% de la línea 
de pobreza 

para todos los 
menores de 

5 años

Costo de 
transferir el 
equivalente 

al 100% de la 
línea nacional 

de pobreza 
a todos los 
huérfanos

Costo de 
transferir un 

beneficio 
equivalente 

al 100% de la 
línea nacional 

de pobreza 
a todas las 

madres y recién 
nacidos por un 

período de 
4 meses

Costo de 
transferir un 

beneficio 
equivalente 

al 100% de la 
línea nacional 

de pobreza 
a todas las 

personas con 
discapacidad 

severa

Costo de 
transferir un 

beneficio 
equivalente 

al 100% de la 
línea nacional 

de pobreza 
a todas las 
personas 

mayores de 
65 años

Bolivia (E.P) 1,7% 0,0% 0,5% 1,1% 3,9%

El Salvador 0,3% 0,0% 0,1% 0,2% 1,0%

Guatemala 1,1% 0,0% 0,3% 0,6% 1,7%

Guyana 0,1% 0,0% 0,0% 0,1% 0,3%

Haití 1,1% 0,0% 0,3% 1,0% 1,7%

Honduras 1,8% 0,0% 0,5% 1,4% 3,5%

Nicaragua 1,2% 0,0% 0,3% 0,9% 2,4%

Paraguay 1,0% 0,0% 0,3% 0,8% 2,3%

Fuente: Reproducido a partir de  Ortiz et al. (2017: 57).

10	  Vale decir, el aumento general de los ingresos medios de la población debido al aumento del crecimiento 
económico. 

11	   El aumento focalizado de los ingresos medios de la población en situación de mayor vulnerabilidad medi-
ante políticas distributivas, entre ellas, la protección social. 
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De las estimaciones de la tabla anterior se desprende que, a pesar de los comunes y reite-
rados argumentos acerca del costo inalcanzable que conlleva el establecimiento de pisos 
mínimos de protección social, desde un punto de vista fiscal, los costos de estos son, en 
realidad, relativamente bajos, incluso para los países más pobres de la región. De acuerdo 
con Ortiz et al. (2017), existen distintas opciones en materia de  políticas que pueden ser 
exploradas para aumentar la base del financiamiento de la protección social, entre ellas 
figuran: (1) la redistribución de recursos fiscales entre distintas partidas de gasto; (2) el 
aumento de los ingresos tributarios; (2) la expansión de la seguridad social y, con ello, el 
aumento de los ingresos contributivos; (4) el uso de instrumentos oficiales de la asisten-
cia y cooperación al desarrollo; (5) la eliminación de los flujos financieros ilícitos; (6) el 
uso de reservas fiscales y de divisas; (7) el manejo de la deuda (nuevos préstamos o rees-
tructuración de las deudas existentes); y (8) la adopción de estrategias macroeconómicas 
flexibles y sostenibles. 

A fin de poder definir la inversión necesaria (presupuesto concreto a corto, mediano y 
largo plazo) para contar con un piso de protección social rural es necesario concebir un 
sistema integral, donde los distintos sectores, incluyendo el sector social, el laboral, así 
como el económico y productivo (por ejemplo: sectores agrícolas, sistemas alimentarios, 
manejo de recursos naturales), definen cuál es la brecha en cada sector, y por ende, cuál es 
la contribución de cada sector para cerrar dichas brechas. Ello implica también facilitar el 
diálogo intersectorial que permita recoger las perspectivas a nivel nacional, subnacional, 
local y territorial, identificando los distintos roles de cada actor, incluyendo la sociedad 
civil, trabajadores rurales, entre otros. 

3. En tercer lugar, otro argumento a favor del escalamiento del gasto público social, espe-
cialmente en materia de protección social, se vincula a su relación directa  con la reduc-
ción de la desigualdad, la pobreza y el aumento de la progresividad de las políticas sociales 
sectoriales. A mayor inversión social, mejores resultados finales, lo que entrega un potente 
mensaje a aquellos países y actores que ven a la protección social como un “gasto” y no 
como una inversión hacia el desarrollo. 

En un análisis realizado por Ocampo & Gómez-Arteaga (2016) para 11 países de América 
Latina con información levantada por el Instituto Compromiso por la Equidad12 (CEQ, 
por sus siglas en inglés), se establece que en países con mayor cobertura y presupuesto 
destinados a la protección social y, por ende con “sistemas comprehensivos de protección 
social”13 se reducen la desigualdad en el índice de Gini en un promedio de 0,021 puntos 
a través de transferencias directas y 0,085 puntos a través de transferencias en especie, lo 
que representa un poco más del doble del efecto sobre la desigualdad que el alcanzado por 
los países con sistemas de protección social “intermedios” (0,01 y 0,037 puntos respecti-
vamente); y cerca del triple del efecto logrado en países con sistemas de protección social 
“limitados” (0,006 y 0,03 puntos respectivamente). 

12	  El Instituto Compromiso con la Equidad (CEQ) trabaja para reducir la desigualdad y la pobreza a través de 
un análisis exhaustivo y riguroso de la incidencia de impuestos y beneficios sobre ellas en distintos países 
del mundo. http://commitmentoequity.org/ 

13	  En el grupo de países con sistemas de protección social “comprehensivos” o completos se incluyo  a Ar-
gentina, Brasil, Uruguay y Costa Rica; en el grupo de países con sistemas de protección social “intermedios” 
se incluyó  a Ecuador, México y Perú; mientras que en el grupo de países con sistemas de protección social 
limitados se incluyó a El Salvador, Bolivia, Guatemala y Paraguay (Ocampo & Gómez-Arteaga, 2016). 

http://commitmentoequity.org/
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En el caso de la pobreza monetaria, los países con sistemas de protección social “compre-
hensivos” también tienen una mayor incidencia en la reducción de la pobreza monetaria 
(con un umbral de 2,5 USD diarios). Usando estimaciones nacionales alrededor del año 
2010, las transferencias directas redujeron en 7,5 puntos porcentuales la incidencia de 
la pobreza en Argentina, 4,5 puntos en el caso de Brasil, 3,5 puntos en Uruguay, y 1,8 
puntos en Costa Rica. Todos estos países tienen sistemas “comprehensivos” de protección 
social con un alto nivel de inversión. Por su parte, en la estimación para los países con 
sistemas “limitados” de protección social, la reducción de la incidencia de pobreza fue de 
2,4 puntos en El Salvador, 2 puntos en Bolivia, 1 punto en Guatemala y 0,5 punto en 
Paraguay (Ocampo y Gómez-Arteaga, 2016: 23). Las diferencias entre países pueden ser 
explicadas por los distintos niveles de cobertura, las distintas tasas de inversión social y los 
niveles de progresividad de las transferencias.  

En suma, tal como se muestra en el Gráfico 11, existe una relación clara y directa entre el 
tamaño de los presupuestos para transferencias de ingresos, la amplitud de su cobertura y 
el impacto redistributivo que estas pueden alcanzar en cada país en el marco de sistemas 
de protección social integrales. 

Gráfico 11. Impacto redistributivo del gasto social (transferencias directas en efectivo y en especie), 
alrededor del 2010.

 Fuente: Ocampo y Gómez-Arteaga (2016: 24) sobre la base de estudios de CEQ.

4. Finalmente, un cuarto argumento a favor de la expansión sostenible del financiamiento 
de la protección social, se desarrolla a nivel estructural: la matriz tributaria de todos los 
países de la región sigue siendo altamente regresiva (pues depende fundamentalmente de 
impuestos indirectos, pudiendo incluso generar más pobreza en algunos casos14),  insufi-

14	  En un estudio realizado por Lustig (2016) sobre 13 países de América Latina, en 4 países la incidencia de 
la pobreza después de impuestos, subsidios y transferencias (excluyendo el gasto público en educación y 
salud) es más alta que la incidencia de pobreza “de mercado”.
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ciente (considerando el nivel de desarrollo y la carga tributaria total de acuerdo con la ex-
periencia internacional), e ineficiente (considerando que el promedio regional de evasión 
tributaria asciende a 6,7% del PIB15), lo que fuerza al establecimiento de nuevos pactos 
fiscales en los que los países de la región sean capaces de dar un salto importante de calidad 
(CEPAL, 2016 y 2018b; Ocampo y Gómez-Arteaga, 2016).

2. Una nueva agenda de evaluación en la región 

Los PTCs en América Latina han sido sistemáticamente evaluados a lo largo de los años. Por 
ejemplo, Programas como Oportunidades, Progresa y Prospera estuvieron enmarcados dentro 
de una política nacional sistemática de evaluación de programas sociales. Los resultados de di-
chas evaluaciones han permitido fortalecer el discurso sobre los impactos de dichos programas 
en términos de acceso a servicios sociales básicos, manejo de riesgos,  estabilidad de consumo 
y también, gracias a trabajos recientes, se ha podido discutir sus impactos de largo plazo, sobre 
todo en términos de la transmisión intergeneracional de la pobreza. 

Sin embargo, el enfoque de dichas evaluaciones ha sido principalmente en materia de impactos 
sociales y de capital humano, con algunas excepciones16. En general, no se ha desarrollado de 
manera sistemática –como sí es el caso en otras regiones– una agenda más exhaustiva, enfocada 
a discernir también los impactos económicos y ambientales de dichos programas tanto en los 
participantes de dichos programas como en su impacto multiplicador en las economías locales. 
Esto es de suma importancia para el impacto que se quiere generar en la economía rural. En 
la región, se ha podido institucionalizar la importancia que reviste la protección social para 
contribuir a procesos de reducción de la pobreza, así como el papel que esta ha desempeñado 
hasta ahora en el marco de los procesos de inestabilidad y crisis económicas, pero aún no se ha 
institucionalizado el papel que desempeña como eje central del desarrollo rural económico. Una 
agenda de investigación enfocada en estos impactos es clave y ciertamente aún más pertinente, 
en vista del cambio político que vive la región y la desaceleración económica actual. 

En este marco, se recomienda definir una agenda de investigación más exhaustiva  acerca de la 
protección social para la economía rural, priorizando el análisis de su impacto y pertinencia:

· Impactos a largo plazo de los programas de asistencia social, en términos de la trans-
misión intergeneracional de la pobreza, la acumulación del capital humano y su impacto 
en la actividad económica y/o inserción en el mercado laboral, haciendo énfasis en po-
sibles diferencias de impacto en relación con el género, grupos étnicos y vulnerabilidad 
climática. El promedio de antigüedad de la implementación de muchos de los programas 
de PTC en la región permitirían este tipo de análisis, así como el seguimiento de los par-
ticipantes de dichos programas desde la niñez hasta la adolescencia y juventud17.

· Impactos económicos y productivos de los programas de asistencia social, priorizando 
los PTC, en virtud de su escala y cobertura, pero incluyendo también otros instrumentos 

15	  Considerando un 2,4% de evasión del IVA y un 4,3% de evasión de Impuestos Sobre la Renta a nivel region-
al al año 2015 (CEPAL, 2018b: 61). 

16	  Ver por ejemplo, Davis et al., (2012); Barrientos, (2012) y el proyecto “Sinergias Rurales” implementado en 
América Latina por FIDA y UNIANDES (Maldonado et al., 2016), disponible en: http://sinergiasrurales.info/
Nosotros/Libro-sinergias-rurales. 

17	  Algunos ejemplos: Behrman, Parker y Todd (2005) y Molina Millán et al. (2018).   

http://sinergiasrurales.info/Nosotros/Libro-sinergias-rurales
http://sinergiasrurales.info/Nosotros/Libro-sinergias-rurales
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claves que tienen incidencia en la economía local, como los subsidios a insumos agrícolas, 
programas de alimentación escolar, así como los programas de inclusión económica.

· Análisis de la oferta programática rural, específicamente de parte de los sectores agríco-
las y de producción y definir su alcance y pertinencia para la población pobre.

· Evaluación del valor agregado de programas complementarios y fortalecimiento 
de las sinergias entre los programas sociales y productivos18, así como los de manejo sos-
tenible de recursos naturales y sostenibilidad ambiental (por ejemplo: proyecto PROEZA 
en Paraguay).

· Definición y evaluación del impacto de hojas de ruta diferenciadas hacia la inclusión 
económica de los participantes de programas de protección social, sobre la base del acceso 
a servicios sociales, inversión económica y productiva y la potencialidad de los territorios. 

3. Disponibilidad y calidad de los datos e Información 

Según lo expuesto a lo largo de todo el documento, uno de los principales desafíos de la “doble 
inclusión” para combatir la pobreza en las zonas rurales, es lograr que actores institucionales, 
usualmente ajenos al tema de la reducción de la pobreza, se vinculen técnica y operativamente 
a la plataforma del Estado para dar atención a la población vulnerable. En este sentido y de 
conformidad con las recomendaciones internacionales, resultaría extremadamente valioso lograr 
crear un sistema único de registro y focalización de protección y promoción social, considerando 
que aún dentro del sector “social” se utilizan diversos registros, instrumentos y criterios para la 
selección de participantes de programas y proyectos especiales. Asimismo, hay que subrayar que, 
a nivel general, los usuarios institucionales de dichos registros provenientes del sector productivo 
son muy pocos.

 En la mayoría de los casos, esto no implica la eliminación de otros tipos de registro y medios de 
selección utilizados para la gestión de políticas sectoriales, sino el fortalecimiento de un “Siste-
ma nacional de protección y promoción”, mediante la interoperabilidad técnica y operativa de 
distintas fuentes registrales sectoriales. En este sentido, interesa sobremanera el vínculo existente 
entre los sistemas de información relacionados con la gestión de políticas para la agricultura fa-
miliar y los sistemas propios de la protección social. Este tipo de estrategias requiere de esfuerzos 
graduales, pero sostenidos, por parte de un liderazgo político al más alto nivel.  

18	  Ver por ejemplo la evaluación cuantitativa de las sinergias entre el programa “Juntos” de transferencias 
condicionadas y  Haku Wiñay de inclusión productiva en comunidades pobres rurales del Perú, realizado por 
Escobal y Ponce (2016).
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